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La suscrita, Yolanda de la Torre Valdez, Diputada Federal integrante del Grupo Parlamentario del 

Partido Revolucionario Institucional, en la LXV Legislatura de la Honorable Cámara de Diputados, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 

General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración de esta Honorable Asamblea la 

siguiente Proposición con Punto de Acuerdo, al tenor de las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 
 

1. La activa participación de minorías sociales que se han organizado para representar 

causas y luchas sociales de los mexicanos en situación de vulnerabilidad, ha tenido un 

gran avance, gracias a que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

(TEPJF) mediante la Sentencia SUP-RAP-121/20201 y el Instituto Nacional 

Electoral (INE) mediante el Acuerdo INE/CG108/20212, Instituciones que resguardan 

los derechos político electorales de los mexicanos, reconocieron los derechos políticos 

de sectores sociales altamente discriminados, para competir en el proceso electoral 2020- 

2021, lo que representó un hecho histórico de tolerancia e inclusión en el contexto político 

de nuestro País. 

2. Las personas con discapacidad, personas indígenas, personas de la diversidad sexual y 

personas afromexicanas fueron reconocidas, mediante la acción afirmativa del Instituto 

Nacional Electoral para participar políticamente, garantizándoles el derecho a ser 

votados y en consecuencia ser postulados obligatoriamente por los Partidos Políticos 

Nacionales como candidatos a diputados federales por los principios de mayoría relativa 

y de representación proporcional.3 

Como resultado, esta Quincuagésima Quinta (LXV) Legislatura de la Cámara de 

Diputados, cuenta entre sus integrantes a diputadas y diputados que ganaron sus 

 

1 SUP-RAP-121/2020. Sentencia definitiva dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación Nacional SUP-RAP-121/2020. 29 diciembre 2020. 

2 INE/CG108/2021. Acuerdo CGINE. Acciones afirmativas. Registro de candidaturas de grupos vulnerables a diputaciones federales por ambos principios. 15 febrero 2021. 

3 INE/CG108/2021. Acuerdo CGINE. Acciones afirmativas. Registro de candidaturas de grupos vulnerables a diputaciones federales por ambos principios. 15 febrero 2021. 
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elecciones y ahora representan a los citados sectores sociales para pugnar por sus 

derechos y mejores leyes. 

3. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se reformo en el año 2001, 

prohibiendo la discriminación4, que se define como: 

“Artículo 1º, párrafo tercero.- Se entenderá por discriminación toda distinción, 

exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin 

ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado 

obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los 

siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, 

el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o 

jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación 

migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la 

identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las 

responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro 

motivo;” 

Como podemos apreciar, los grupos sociales motivo de esta iniciativa, están referidos en 

la Constitución, y relacionados como: 

a) el origen étnico, las Personas Indígenas; 
 

b) las discapacidades, las Personas con Discapacidad; 
 

c) el origen étnico y el color de piel, las Personas Afromexicanas o 

Afrodescendientes; y 

d) las preferencias sexuales, las Personas de la Diversidad Sexual. 
 

 

 

 

4 Reforma Constitucional del artículo 1º. DOF. 14 de agosto de 2001. 
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La igualdad de trato entre las personas sólo es posible en un Estado democrático, que 

logre puntualmente cumplir con Tratados y Convenciones cuyo fundamento 

antidiscriminatorio, es la construcción de políticas públicas que ayuden a prevenir, 

combatir y erradicar las persistentes asimetrías e injusticias institucionalizadas, y entre 

ellas, leyes que garanticen el pleno ejercicio de sus derechos, como la participación en la 

vida política y pública. 

4. Discriminación 

La discriminación en México tiene múltiples y complejos orígenes y expresiones que es 

necesario conocer a fondo para enfrentarla más eficazmente, y por ello, se han elaborado 

Encuestas Nacionales sobre la Discriminación en México en 2005, 2010 y 2017, las 

cuales revelan el nivel de discriminación que se vive en México. 

La “Encuesta Nacional sobre Discriminación en México 2017” (ENADIS, 2017) 

elaborada por el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CONAPRED), el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), la Universidad Nacional 

Autónoma de México (UNAM), la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

(CNDH) y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACYT) permitió observar 

claramente el nexo entre la discriminación y las desigualdades, así como documentar 

prejuicios, actitudes y percepciones que inciden en la negación de derechos, brechas o 

desigualdades. 

La encuesta confirmo que pertenecer a un grupo discriminado genera maltrato y sanción 

social, pero también determina las posibilidades que cualquier persona tiene de 

desarrollarse en ámbitos como la escuela, el trabajo o la salud, concluyendo que “la 

discriminación en México continúa siendo un problema estructural que alimenta las 

asimetrías sociales”5, y permitió dimensionar la “interseccionalidad” de la 

discriminación, que, entre otros, identificó que las mujeres, a pesar de sufrir una 

 

 

5 Conapred 2018. 
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desventaja de trato en sus derechos, comparte subgrupos específicos en los que concurren 

otras discriminaciones que agravan la carencia y privación de la adscripción genérica en 

sí misma, por ejemplo: ser mujer, hablar lengua indígena y vivir con una 

discapacidad. 

Los resultados de la encuesta implican dos responsabilidades del Estado Mexicano6: 
 

a) Reconocer la desigualdad de trato; y 
 

b) Reconocer en la política pública el conocimiento sobre los obstáculos que cada 

grupo social enfrenta, así como las medidas necesarias para alcanzar la 

igualdad. 

 

 
En la ENADIS-2017, la población mexicana de 18 años y más opinó que los derechos no 

se respetan en México, mostrando el orden de incidencia de discriminación, que la 

mayoría considera que “se respetan poco o nada” los derechos de las personas trans7 

(72.8%); personas gays y lesbianas (66.9%); personas indígenas (66.9%); personas con 

discapacidad (59.9%); y personas afromexicanas o afrodescendientes (57.8%). (Gráfica 

1) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

6 Encuesta Nacional sobre Discriminación en México. Conapred. 2017 

7 Término paraguas utilizado para describir diferentes variantes de transgresión/transición/reafirmación de la identidad y/o expresiones de género (incluyendo personas transexuales, 

transgénero, travestis, drags, entre otras), cuyo denominador común es que el sexo asignado al nacer no concuerda con la identidad y/o expresiones de género de las personas 

(CONAPRED, 2016). 
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Gráfica 1 

 

 

Discriminación Política 
 

Con respecto a la apertura a la diversidad en el ámbito político, la población en general 

de 18 años y más opina que le gustaría poco o nada que se eligiera para la Presidencia de 

la República a personas nacidas en el extranjero de padre o madre mexicanos que por 

derecho tienen la nacionalidad mexicana (46.9%), a personas gay o lesbianas (44.3%), a 

personas afrodescendientes (31.6%) y a personas con discapacidad (25.6%). 
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5. Discriminación en las Personas con Discapacidad 
 

De acuerdo con el Censo Nacional de Población y Vivienda (INEGI-2020), en México 

viven 20.8 millones de personas con discapacidad y limitaciones, lo que representa el 

16.5% de la población total. (Gráfica 2) 

 

Gráfica 2 

Se entiende por discriminación por motivos de discapacidad: 
 

“Cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga 

el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 

ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro 

tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes 

razonables” 

Se discrimina a las personas con discapacidad en la negación de oportunidades de trabajo 

o la segregación y aislamiento que resultan de la imposición de barreras físicas y sociales, 

lo anterior se presenta  tanto en el sector público como en el privado, por lo cual es 

necesario que se actue de manera coordinada para eliminar las barreras que siguen 

presentándose.
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La “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, establece que 

“las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, 

mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas 

barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 

de condiciones con las demás”.8 

Los obstáculos y barreras que el Estado no ha podido erradicar han permitido que los 

estereotipos hacia este grupo poblacional continúen replicándose, y que la inclusión 

social se vea disminuida, lo anterior ha provocado que no se tome conciencia de que la 

discapacidad es una forma de diversidad, y que las personas con discapacidad tienen 

grandes cosas que aportar a sus comunidades, y cuentan con la capacidad para tomar 

sus propias decisiones sin la intervención de una tercera persona.  

Como resultado, las personas con discapacidad enfrentan condiciones pronunciadas de 

exclusión. Una alta proporción vive en pobreza, y además es discriminada en la 

educación, la salud y el empleo, entre otros ámbitos. (“Discapacidad | Secretaría de 

Salud”) 

La situación empeora cuando se presenta interseccionalidad de las vulnerabilidades. 

Rasgos como el origen étnico, la diversidad sexual o de género, o la edad pueden 

exacerbar la invisibilidad, la exclusión, la falta de participación social y la constante 

violación de los derechos de las personas con discapacidad. 

• Las dificultades para caminar son el tipo de discapacidad más frecuente (64%), 

seguidas de las dificultades para ver incluso con el uso de lentes (58%), aprender, 

 

8 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. DOF. 2 de mayo de 2008. 
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recordar o concentrarse (39%), escuchar incluso con aparato auditivo (34%), mover 

o usar los brazos o manos (33%), bañarse, vestirse o comer (24%), problemas 

emocionales o mentales (20%) y, finalmente, hablar o comunicarse (18%). (INEGI, 

2020)9 

• Las principales causas de discapacidad son las enfermedades (41%), la edad avanzada 

(33%), el nacimiento (11%), los accidentes (9%) y la violencia (0.6%). La 

distribución es similar por género, aunque las mujeres reportan porcentajes más altos 

en discapacidad por edad avanzada (36%) y enfermedad (44%), mientras los hombres 

los reportan por accidentes (12%) y nacimiento (13%). (INEGI, 2020)10 

• 4.2 millones de personas con discapacidad vive en situación de pobreza, y casi 1 

millón en pobreza extrema (CONEVAL, 2018). 

• Una de cada cinco personas con discapacidad (21%) entre 15 y 59 años no sabe leer 

ni escribir; y sólo el 28% de este sector se incorpora a la educación media superior y 

superior (CONAPRED, 2018). 

• Las personas dedican en promedio 26.17 horas por al cuidado de personas con algún 

tipo de discapacidad sin recibir pago. La desventaja es muy clara en el caso de las 

mujeres, las cuales dedican 19.9 horas frente a 7,8 de los hombres (INEGI, 2015). 

• Para esta población, sus principales problemas incluyen la falta de accesibilidad en la 

infraestructura y equipamiento público, así como la falta de oportunidad para 

encontrar empleo. (CONAPRED, 2018) 

Los desafíos con la población con discapacidad, a fin de reducir los altos índices de 

pobreza y discriminación, aún vigentes, son los siguientes: 

 

 

 

 
 

9 Censo Nacional de Población y Vivienda. INEGI. 2020 

10 Ibid. 
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a) La armonización de leyes, reglamentos y políticas públicas con base en las 

disposiciones de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

b) Un cambio real de paradigma, de atención médico-asistencial a un enfoque de 

derechos humanos, en todas las acciones del Estado. 

c) El reconocimiento de la personalidad y capacidad jurídicas de las personas con 

discapacidad, con la finalidad de que puedan tomar decisiones sin intermediación de 

terceros. 

d) La garantía de accesibilidad a través de un diseño universal y de ajustes razonables 

en los espacios físicos, las escuelas, los transportes, los medios de comunicación, las 

tecnologías de la información y comunicación, y otros ámbitos. 

e) El acceso al empleo formal, no protegido y bien remunerado. 
 

f) El reconocimiento de las personas con discapacidad como ciudadanos con derechos. 
 

Cabe destacar que el “Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de 

Naciones Unidas”, en su informe “Observaciones finales sobre los informes periódicos 

segundo y tercero combinados de México” del 25 de marzo de 2022 señalo el 

incumplimiento de lo establecido en el artículo 29 de la Convención: 

“Participación en la vida política y pública (art. 29) 
 

Observación 64. Al Comité le preocupa que a las personas con discapacidad intelectual y 

psicosocial se les niegue el derecho al voto, a pesar de la jurisprudencia de la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación, y que los procedimientos, instalaciones y materiales de votación no 

sean accesibles. Al Comité también le preocupa el grado de apoyo prestado a las personas 

con discapacidad, en particular a las mujeres con discapacidad, que participan en la política y 

la vida pública. 

Recomendación. - 65. El Comité recomienda que el Estado parte enmiende su legislación 

para garantizar el derecho de voto a todas las personas con discapacidad. Recomienda 
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además, que el Estado Parte garantice la accesibilidad de los procedimientos, instalaciones y 

materiales de votación en las zonas urbanas. Además, recomienda que se preste el apoyo 

necesario a las personas con discapacidad, en particular a las mujeres con discapacidad, que 

participan en la política y la vida pública.” 
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6. Discriminación de las Personas Indígenas 
 

Los pueblos indígenas enfrentan importantes obstáculos en el goce de sus derechos y 

algunos esfuerzos han buscado disminuir la discriminación hacia este sector de la 

población. Sus derechos están reconocidos en el artículo 2° de la Constitución, las 

constituciones estatales, las leyes generales de los derechos lingüísticos de los Pueblos 

Indígenas y de Desarrollo Social, así como las leyes de Desarrollo Rural Sustentable y 

del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

Se entiende por discriminación racial toda distinción, exclusión, restricción o preferencia 

basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto 

o por resultado anular o disminuir el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 

igualdad, de los derechos humanos en las esferas política, económica, social, cultural o 

en cualquier otra esfera de la vida pública. 

Según datos del Censo Nacional de Población y Vivienda (INEGI, 2020), 7.3 millones 

de mexicanas y mexicanos de 3 años y más hablan una lengua indígena que 

representan el 6.1% de la población nacional (Gráfica 3); 11.8 millones se identifican 

como personas indígenas (Gráfica 4); 865 mil personas hablantes de una lengua indígena 

no habla español; y 60.3% de quienes hablan alguna lengua indígena habita en 

localidades de menos de 2,500 habitantes. 
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Gráfica 3 

 
 

Gráfica 4 

 

 

Se debe garantizar que todas las personas, independientemente de su origen nacional o 

étnico, su color o raza, goce de todos los derechos en igualdad de condiciones, incluyendo 

su libre autodeterminación; que existan medios de protección y recursos efectivos, ante 

los tribunales nacionales competentes y otras instituciones del Estado, contra cualquier 

acto de discriminación racial que viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, 
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así como el derecho a pedir a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada 

por todo daño del que puedan ser víctimas como consecuencia de tal discriminación. 

También se deben establecer programas educativos bilingües y que promuevan el 

intercambio cultural de las diversas etnias o razas, así como programas permanentes de 

capacitación para las y los servidores públicos sobre la diversidad cultural; llevar a cabo 

campañas de información en los medios de comunicación que promuevan el respeto a las 

diversas culturas; garantizar que durante los procesos legales sean asistidos por 

intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua. 

Aquella persona qué con el propósito de destruir, total o parcialmente a uno o más grupos 

nacionales o de carácter étnico, racial o religioso, atente contra la vida de personas que 

formen parte de estos grupos o imponga la esterilización masiva con el fin de impedir la 

reproducción del grupo, cometerá el delito de genocidio. 

La discriminación estructural está siempre presente en las comunidades que estas 

personas forman, históricamente han sido relegadas en ámbitos tan diversos como la 

salud, la educación, la justicia y el empleo. 

"Se han creado programas sociales focalizados cuyas reglas se ha intentado adecuar, y 

se han establecido protocolos para la atención a derechos colectivos, como el derecho a 

la consulta previa, libre e informada." (“Discriminación Pueblos y Comunidades 

Indígenas - CONAPRED”) 

Sin embargo, la exclusión presupuestaria persiste, las instituciones de gobierno no 

cuentan aún con suficientes capacidades para atender a estas comunidades, y en ocasiones 

la toma de decisiones ignora los intereses de los pueblos indígenas. 
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Los retos con las personas indígenas requieren que los programas públicos incluyan a un 

mayor número de beneficiarios dentro de las poblaciones indígenas. (“Pueblos 

indígenas - CONAPRED”) 

Así mismo, que las dependencias de gobierno deben contratar personal y generar 

materiales que faciliten la comunicación con hablantes de lenguas indígenas. 

También es necesario incluir a representantes de los pueblos indígenas en el diseño y la 

instrumentación de acciones públicas, y aumentar la presencia de las instituciones 

oficiales en zonas rurales es igualmente importante, ya que resulta costoso para las 

comunidades indígenas acercarse a ellas. 

Según el Censo INEGI-2020, la población indígena se ubica principalmente en Oaxaca 

(31.2%), Chiapas (28.2%), Yucatán (23.7%), Guerrero (15.5%), Hidalgo (12.3%), 

Quintana Roo (11.7%), y Campeche (10.4%). 
 

La escolaridad promedio de las y los hablantes de una lengua indígena es de 5.7 años, lo 

que equivale a una educación primaria inconclusa. El nivel es mayor entre hombres (6.2 

años) que entre mujeres (5.1 años). A nivel nacional, la escolaridad es de 9.1 años 

(ENADIS, 2017). 

Mientras 4.7% de la población total de personas de 15 a 59 años en México no sabe leer 

ni escribir, el analfabetismo alcanza 13.3% entre hablantes de lengua indígena y 6.9% 

entre la población que se identifica como indígena. Esta brecha afecta todavía más a las 

mujeres (16.1% y 8.4%, respectivamente) (ENADIS, 2017). 

De acuerdo con un estudio publicado por CONAPRED y CEPAL, de los más de 28 mil 

jóvenes de entre 20 y 24 años que hablan una lengua indígena sin hablar español en el 

país, prácticamente ninguno ha logrado siquiera terminar la secundaria (Solís, 2017)11. 

Ocho de cada diez personas que hablan una lengua indígena 77.6% se encuentran en 

situación de pobreza, y en pobreza extrema 34.8%. (CONEVAL, 2018) 

 
 

11 Solís, Patricio (2017) Discriminación estructural y desigualdad social: con casos ilustrativos para jóvenes indígenas, mujeres y personas con discapacidad. México: CONAPRED-CEPAL. 
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49.3% de las y los hablantes de lenguas indígenas no tienen lo suficiente para una 

nutrición adecuada. (CONEVAL, 2018) 

Mientras que un tercio de la población general (35.3%) se ocupa en empleos de baja 

calificación, la proporción entre población hablante de lengua indígena asciende a 6 de 

cada 10 (59.8%) (CONAPRED, 2018). 

Un tercio de nuestro país cree que la pobreza de las personas indígenas se debe a su 

cultura (ENADIS, 2017). 

Datos de la UNAM muestran que, por ejemplo, las personas indígenas se encuentran con 

dificultades para insertarse laboralmente: ocho de cada diez personas en México 

contratarían a una persona indígena para el trabajo en el hogar o para el sector de la 

construcción, pero la proporción se reduce a dos de cada tres si se trata de dentistas, 

abogados o abogadas (Gutiérrez y Valdés 2015). 

Lo anterior sugiere que ciertas desigualdades de trato impiden el pleno goce de los 

derechos; es decir, que existe discriminación. 

Los principales ámbitos donde las personas indígenas enfrentan discriminación son los 

servicios médicos, la calle, el transporte público, el trabajo y/o la escuela (ENADIS, 

2017). 
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7. Discriminación en las Personas Afromexicanas o Afrodescendientes 
 

El artículo 2° inciso C) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas con los mismos derechos que a los 

pueblos indígenas, sin embargo, es importante lograr su reconocimiento en la legislación 

particular de cada entidad federativa, incluidas las regulaciones en torno a la 

discriminación. 

Según el Censo INEGI-2020, entre la población mexicana, 2.6 millones son personas 

afromexicanas lo que representa el 2% de la población nacional, y el 7.4% de esa 

población habla una lengua indígena. (Gráfica 5) 

 

Gráfica 5 

El 45.1% de la población que se reconoce afromexicana se concentra en los estados de 

Guerrero, Oaxaca, Baja California Sur, Yucatán, Quintana Roo, Veracruz, Campeche, 

CDMX, San Luis Potosí y Morelos. INEGI, 2020) 
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Muy pocas entidades federativas o dependencias de gobierno incluyen a las personas, 

comunidades y pueblos afromexicanas en la toma de decisiones que les involucran y 

afectan directamente. 

El reconocimiento expreso en la Constitución Federal y en las Constituciones Estatales 

facilitará las negociaciones en torno a la asignación de recursos públicos, la creación de 

instituciones y la instrumentación de políticas públicas y programas sociales dirigidos a 

la población afrodescendiente. 

De igual forma, es necesario garantizar el derecho a la consulta libre, previa e informada, 

de manera que se incorpore a los pueblos afrodescendientes en la toma de aquellas 

decisiones que los afecten. Los pueblos y comunidades deben contar con mecanismos 

para participar en la formulación de políticas de desarrollo económico, social, cultural y 

ambiental, así como en la resolución de conflictos relacionados con la propiedad o 

posesión territorial. 

En especial, se deben implementar medidas para la preservación de la cultura de los 

pueblos y comunidades afromexicanas en aquellos estados en los que representen un 

porcentaje significativo de la población; es de gran importancia modificar el contenido 

de libros oficiales que reproducen estereotipos en relación en sus contribuciones al 

desarrollo histórico y contemporáneo de México. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Discriminación 2017, casi un cuarto de la 

población (23%) no estaría dispuesta a rentar una habitación a una persona afromexicana. 

Asimismo, a tres de cada 10 personas les gustaría poco o nada que una persona 

afromexicana fuera electa para la Presidencia de la República (CONAPRED, 2018). 
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La ENADIS-2017 revela que un cuarto de las personas afromexicanas (27%) reporta que 

le han negado al menos un derecho en los últimos cinco años previos a la encuesta. 
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8. Discriminación en las Personas de la Diversidad Sexual 
 

La comunidad lésbico, gay, bisexual, transexual, transgénero, travesti, intersexual y queer 

(LGBTTTIQ) enfrenta obstáculos sustantivos en el ejercicio de todo tipo de derechos. 

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS, 2017), casi 

2,674,113 personas en México declaran no ser heterosexuales, lo cual representa 3.2% 

de la población nacional. 

No obstante, es probable que, dados los prejuicios sobre la diversidad sexual, varias 

personas no hayan compartido su orientación sexual abiertamente y el porcentaje sea 

mayor. 

En la Encuesta de Cohesión Social para la Prevención de la Violencia y la Delincuencia 

(ECOPRED-2014), se encontró que 11.5% de los hogares están encabezados por jóvenes 

(personas de entre 12 a 29 años) y no por personas adultas. Entre las y los jóvenes que no 

son jefas o jefes de hogar, sólo 64% vive con ambos padres; mientras tanto, 23% vive 

sólo con sus madres, 3% sólo con sus padres y 10% vive con uno o más parientes (abuelos 

o abuelas, tíos o tías, padrastros, madrastras, hermanos, hermanas, etcétera). 

Un estudio demográfico realizado por académicas de la UNAM y el Colmex muestra que, 

en 2010, había en México 229 mil 473 hogares liderados por parejas del mismo sexo. 

Tres cuartas partes de dichas familias tenían hijos e hijas, y representaban 0.6% del total 

de familias a nivel nacional (Rabell y Gutiérrez 2012). De acuerdo con la ENADIS-2017, 

un tercio de la población no estaría dispuesta a rentar una habitación a personas trans 

(36%) ni a personas lesbianas o gay (32%), y a cuatro de cada diez personas no les 

gustaría que una persona gay o lesbiana fuera electa para la Presidencia de la República 

(CONAPRED, 2018). 

Desde el acceso a la educación, al empleo o a la salud, e incluso en el mismo proceso de 

desarrollo de la identidad, las personas que tienen una orientación sexual, identidad o 

expresión de género, o características sexuales diversas encuentran barreras motivadas 
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por prejuicios sociales u omisiones legales. Dichos prejuicios provienen de la valoración 

positiva que se da la heterosexualidad, así como a la presunta congruencia que se cree 

debería existir entre la identidad de género de una persona y el sexo que le fue asignado 

al nacer, o bien a las características corporales que se consideran “normales”. En 

ocasiones, esto contribuye a casos de violencia que pueden terminar con la vida de las 

personas. 

La discriminación por orientación sexual, identidad y expresión de género, y 

características sexuales diversas tiene una naturaleza estructural. Es un proceso con raíces 

históricas que se alimenta de los estereotipos asociados con la diversidad sexual. Dichos 

estigmas han justificado una diferencia de trato, y se encuentran tan arraigados en nuestra 

cultura que inciden en el ámbito privado, la familia y el ámbito público como por ejemplo 

en las instituciones de seguridad social o de acceso a la justicia. 

La prevalencia de estereotipos también puede entorpecer el acceso de las personas 

LGBTTTIQ a la justicia. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 

señalado, por ejemplo, que cuando los prejuicios permean a las autoridades las víctimas, 

así como sus familiares y amistades, tienen menores incentivos para denunciar actos de 

violencia (CIDH, 2015). 

Existen diversos temas pendientes en materia de diversidad sexual, como la inclusión de 

“orientación sexual, expresión e identidad de género, y características sexuales” como 

motivos prohibidos de discriminación en las cláusulas antidiscriminatorias de las leyes 

federales y locales, así como de la Constitución. En relación con la garantía del derecho 

a una vida libre de violencia, el acceso a la justicia, y el combate a la violencia dirigida 

contra las personas LGBTTTIQ, se requiere generar datos estadísticos sobre crímenes de 

odio, así como prevenir e investigar las agresiones hacia este sector. También hace falta 

promover un entendimiento entre las y los servidores de la administración pública sobre 

la discriminación que las personas LGBTTTIQ enfrentan en sus ámbitos de competencia. 
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En cuanto al derecho a formar una familia y al matrimonio, la diversidad de familias ha 

permanecido ausente en discusiones en torno a temas como el acceso a la gestación 

subrogada, el combate a la discriminación laboral, o el otorgamiento de licencias de 

paternidad. 

Relativo a las personas trans, además de la violencia, un tema prioritario es el 

reconocimiento de la identidad de género. Es imperativo lograr la expedición de una 

nueva acta de nacimiento que reconozca dicha identidad mediante un procedimiento 

administrativo, libre de obstáculos e injerencias arbitrarias, en todo el territorio mexicano. 

Actualmente, esto sólo se ha logrado en la Ciudad de México, Michoacán y Nayarit. 

9. Datos de Referencia 
 

Considerando lo anterior, se propone al Instituto Nacional Electoral, considerar los 

siguientes datos como base de cálculo de las acciones afirmativas: 

 

 
Grupo Vulnerable 

 
Población1 

% de la Población 

Nacional2 

 
% de Discriminación3 

Personas con 

Discapacidad 

 
20,838,108 

 
16.54% 

 
59.90% 

 
Personas Indígenas 

 
11,800,247 

 
9.36% 

 
66.90% 

Personas 

Afromexicanas 

 
2,576,213 

 
2.00% 

 
57.80% 

Personas de la 

Diversidad Sexual 

 
2,700,000 

 
2.14% 

 
72.80% 

Fuentes: 

1, 2 Censo Nacional de Población y Vivienda INEGI 2020 

3 encuesta Nacional sobre Discriminación INEGI-CONAPRED 2017 
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10. Marco Normativo 

a) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 25), reconoce y ampara 

el derecho de todo ciudadano a participar en la dirección de los asuntos públicos, el 

derecho a votar y a ser elegido, y el derecho a tener acceso a la función pública. La 

lista de los derechos políticos que figura en esa disposición se basa en el artículo 21 

de la Declaración Universal de Derechos Humanos, cito: 

“Artículo 25 
 

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el 

artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes libremente elegidos; 

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio 

universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad 

de los electores; 

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de 

su país.” 

Los derechos políticos también se han establecido en otras varias convenciones 

internacionales de derechos humanos, como: 

La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial (art. 5, c)), cito: 

“Artículo 5 
 

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de 

la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la 

discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona 
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a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, 

particularmente en el goce de los derechos siguientes: 

a) ... b) ... 
 

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser 

elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y 

en la dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en 

condiciones de igualdad, a las funciones públicas;” 

b) La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 

la mujer (art. 7, a), y art. 8) 

“Artículo 7 
 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 

garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho 

a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos 

los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución 

de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en 

todos los planos gubernamentales; 

c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se 

ocupen de la vida pública y política del país.” 

“Artículo 8 
 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la 

mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la 
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oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar 

en la labor de las organizaciones internacionales.” 

A nivel regional, los derechos políticos se han incluido en: 
 

• Primer Protocolo del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 

Humanos y de las Libertades Fundamentales (art. 3) 

• Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 23) 
 

• Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (art. 13). 
 

Si bien solo los derechos enunciados en el artículo 25 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos constituyen derechos políticos en sentido estricto, hay 

otros derechos que revisten una importancia fundamental para el proceso democrático 

de adopción de decisiones. 

En términos generales, también pueden considerarse derechos políticos las libertades 

políticas, como la libertad de opinión, expresión, información, medios de 

comunicación, reunión y asociación. Los ciudadanos pueden participar en la dirección 

de los asuntos públicos ejerciendo influencia mediante el debate y el diálogo públicos 

con sus representantes y gracias a su capacidad para organizarse. 

c) Derecho a votar y a ser elegido12 
 

El derecho a votar es probablemente el derecho político más importante. La 

celebración de elecciones periódicas auténticas es un requisito indispensable para 

asegurar la responsabilidad de los representantes en cuanto al ejercicio de las 

facultades legislativas o ejecutivas que se les hayan otorgado. 

 

 

 

 

 

 
 

12 Annual report of the United Nations High Commissioner for Human Rights. Resolución A/HRC/19/36. ONU. 21 diciembre 2011. 
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Esas elecciones deben celebrarse a intervalos que no sean demasiado largos y que 

garanticen que la autoridad del gobierno siga basándose en la libre expresión de la 

voluntad del pueblo. 

No se puede impedir o restringir de hecho o de derecho a los ciudadanos el goce de 

esos derechos por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, discapacidad, 

opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 

económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Sin embargo, están permitidas las restricciones al ejercicio de los derechos políticos, 

siempre que estén establecidas por ley y se basen en criterios objetivos y razonables. 
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11. Derechos Políticos de las Personas con Discapacidad 
 

La “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad” (CRPD) establece 

los derechos de las personas con discapacidad en lo relativo a la participación en la vida 

política y pública, cito: 

“Artículo 29. Participación en la vida política y pública 
 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los derechos políticos 

y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás y se 

comprometerán a: 

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y efectivamente 

en la vida política y pública en igualdad de condiciones con las demás, directamente o a 

través de representantes libremente elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las 

personas con discapacidad a votar y ser elegidas, entre otras formas mediante: 

i. La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales 

sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar; 

ii. La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto en 

secreto en elecciones y referéndum públicos sin intimidación, y a presentarse 

efectivamente como candidatas en las elecciones, ejercer cargos y desempeñar 

cualquier función pública a todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de 

nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda; 

iii. La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con discapacidad 

como electores y a este fin, cuando sea necesario y a petición de ellas, permitir 

que una persona de su elección les preste asistencia para votar;”13 

 

 

 

 

 
13 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. DOF. 2 de mayo de 2008. 
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En el citado artículo 29 se exige a los Estados partes en la Convención que garanticen los 

derechos políticos de las personas con discapacidad y que adopten todas las medidas 

adecuadas para asegurar que gocen de ellos en igualdad de condiciones con las demás. 

Esta disposición comprende un concepto amplio de la participación en la vida política y 

pública. Por una parte, hace referencia a la participación política en lo que concierne al 

derecho a votar y a ser elegido (art. 29 a)). Este derecho reviste una importancia crucial 

para garantizar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, y su 

participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad. 

Cuando lo ejercen, las personas con discapacidad hacen valer su autonomía individual, 

incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y su derecho al reconocimiento de su 

personalidad jurídica. 

De acuerdo con el artículo 29, las personas con discapacidad tienen de votar y de ser 

elegidas. 

Se establece así el deber de los Estados partes de garantizar, adoptando medidas positivas, 

que todas las personas que reúnen las condiciones exigidas puedan efectivamente ejercer 

el derecho de voto. Por lo tanto, no basta con hacer extensivo el derecho legal de voto a 

las personas con discapacidad. 

Los Estados también deben procurar que puedan ejercerlo efectivamente, por ejemplo, 

facilitando el acceso de sillas de ruedas a las casillas electorales, ofreciendo dispositivos 

que ayuden a las personas con deficiencias visuales a votar de manera independiente o 

permitiendo que las personas con discapacidad reciban ayuda durante la votación de una 

persona elegida por ellas. Algunas de estas medidas ya se han implementado 

progresivamente en los procesos electorales en México a partir del año 2000 y se han 

incorporado en subsecuentes procesos electorales nacionales y locales.14 

 

 
 

14 Elecciones sin discriminación, Proceso Electoral Federal 2017-2018. INE. 
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Como ocurre con todas las obligaciones positivas relativas al respeto de los derechos 

humanos, los Estados gozan de cierto margen de apreciación al momento de determinar 

las medidas que deben adoptarse para garantizar que las personas con discapacidad 

puedan efectivamente participar en la dirección de los asuntos públicos de su país en 

condiciones de igualdad con las demás. 

Sin embargo, cuando esto no sucede, la mera pasividad por parte del Estado constituye 

una violación de ese derecho. En términos más amplios, en el artículo 29 b) se exige a 

los Estados partes en la Convención que adopten medidas adecuadas para promover un 

entorno propicio en el que las personas con discapacidad puedan participar plena y 

efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin discriminación y en condiciones 

de igualdad con las demás. 

Como sucede con el artículo 25 del Pacto, en el artículo 29 no se explica en qué consiste 

una participación plena y efectiva en "la vida política y pública" ni "en la dirección de los 

asuntos públicos". Sin embargo, el sentido del artículo 29 no deja dudas sobre el derecho 

de las personas con discapacidad a participar en todos los aspectos de la vida política y 

pública de su país. 

La participación en la vida política y pública no es solo un objetivo en sí misma, sino 

también un requisito para el disfrute efectivo de los demás derechos. 

Al participar en la reforma de las leyes y políticas que les afectan, las personas con 

discapacidad y las organizaciones que las representan pueden lograr cambios en la 

sociedad y mejorar la legislación y las políticas en cuanto a la salud, la rehabilitación, la 

educación, el empleo, el acceso a bienes y servicios, y cualquier otro aspecto de la vida. 

Con el fin de facilitar una participación efectiva de las personas con discapacidad en la 

dirección de los asuntos públicos, en el artículo 29 b) se impone a los Estados la 

obligación de adoptar medidas positivas para alentar la participación activa de las 

personas con discapacidad en organismos no gubernamentales y asociaciones 
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relacionadas con la vida pública y política y en los partidos políticos, así como la 

constitución de organizaciones de personas con discapacidad a nivel internacional, 

nacional, regional y local, y su incorporación a dichas organizaciones. 

En su sentido más amplio, la participación es un tema presente en toda la Convención. 

La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad figuran en la lista de 

principios generales que rigen la interpretación y aplicación de la Convención en su 

conjunto, abarcando todos los temas (art. 3 c))15. Estos conceptos suponen que la 

sociedad, tanto en la dimensión pública como en la privada, está organizada de manera 

que todos sus miembros puedan participar plenamente en todos sus ámbitos. 

La plena inclusión en la sociedad significa que las personas con discapacidad son 

reconocidas y valoradas como participantes en pie de igualdad. Sus necesidades son 

entendidas como parte integrante del orden social y económico y no se consideran 

"especiales". Para lograr la plena inclusión, es necesario un entorno social y físico 

accesible y sin barreras. 

El concepto de participación e inclusión está relacionado con el de diseño universal, 

según el cual deben tenerse en cuenta las necesidades de todos los miembros de la 

sociedad al diseñar productos, entornos, programas y servicios, para garantizar que, más 

adelante, no haya necesidad de adaptarlos ni de hacer un diseño especializado (art. 2)16. 

En el artículo 4 de la Convención, en que se enumeran las obligaciones generales 

contraídas por los Estados partes para asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, 

incluye la obligación de celebrar consultas con las personas con discapacidad y las 

organizaciones que las representan, y lograr su participación, en la formulación y 

aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la Convención, así como en otros 

 

 

15 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. DOF. 2 de mayo de 2008. 

16 Ibid. 
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procesos de adopción de decisiones que afecten a sus vidas y a su participación e 

inclusión plenas en la sociedad (art. 4, párr. 3)17. 

Los Estados parte deben garantizar que las personas con discapacidad y las 

organizaciones que las representan estén integradas y participen plenamente en el proceso 

de supervisión de la aplicación de la Convención a nivel nacional (art. 33, párr. 3). 

Asimismo, se invita a los Estados a que tomen debidamente en consideración la 

obligación de celebrar consultas detalladas y colaborar activamente con las personas con 

discapacidad en la designación de expertos para el Comité sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (art. 34, párr. 3).18 

El artículo 29 exige a los Estados partes que garanticen a las personas con discapacidad 

los derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con 

las demás. Esta disposición no prevé ninguna restricción razonable, ni autoriza excepción 

alguna. 

El artículo 1219, en el cual se reconoce que las personas con discapacidad tienen 

capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos 

de la vida, tampoco prevé excepción alguna a ese principio, y solo exige a los Estados 

partes que adopten las medidas pertinentes "para proporcionar acceso a las personas con 

discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica". 

Así mismo, de conformidad con la Convención, la exclusión o restricción de los derechos 

políticos debido a la discapacidad puede constituir "discriminación por motivos de 

discapacidad", en el sentido del artículo 2 de la Convención, y sería contraria a esta. 

En la mayoría de Los países, de acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado para los 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas (ACNUDH), las personas con 

discapacidades psicosociales e intelectuales siguen privadas de su derecho a votar y 

 

17 Ibid. 

18 Ibid. 

19 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. DOF. 2 de mayo de 2008. 
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a ser elegidas en virtud de disposiciones constitucionales o legislativas que vinculan 

sus derechos políticos a su capacidad jurídica. 

Estas restricciones podrían ser incompatibles con las obligaciones contraídas por los 

Estados partes en virtud de los artículos 2, 12 y 29 de la Convención, y se debería 

proceder de forma prioritaria a su eliminación de las leyes y prácticas nacionales, de 

conformidad con el artículo 4, párrafo 1 a) y b), de la Convención. 

Con la finalidad de asegurar que las personas con discapacidades psicosociales e 

intelectuales puedan ejercer su derecho a votar y a ser elegidas en igualdad de condiciones 

con las demás, los Estados partes deberían adoptar todas las medidas apropiadas, de 

conformidad con los artículos 12, párrafo 3, y 29 a) iii), para dar a las personas con 

discapacidad el apoyo que puedan necesitar, incluida la asistencia de una persona de su 

elección, en el ejercicio de sus derechos políticos. 

De acuerdo con la ACNUDH, el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos debería interpretarse y aplicarse teniendo en cuenta los avances que ocurren 

en el ámbito de los derechos humanos de las personas con discapacidad. 



PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL ESTABLEZCA LOS CRITERIOS PARA LA DEFINICIÓN DE 

LAS ACCIONES AFIRMATIVAS QUE GARANTICEN A LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD, LAS PERSONAS INDÍGENAS, LAS PERSONAS AFROMEXICANAS 

Y LAS PERSONAS DE LA DIVERSIDAD SEXUAL SU PARTICIPACIÓN A CARGOS 

DE ELECCIÓN POPULAR A CARGO DE LA DIPUTADA YOLANDA DE LA TORRE 

VALDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI. 

Página 32 de 43 

 

 

 

12. Derechos Políticos de las Personas Indígenas y Personas Afromexicanas 
 

El artículo 2, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce que México es una Nación pluricultural, sustentada originalmente 

en sus pueblos indígenas, que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban 

en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas, cito: 

“Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. 
 

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos 

indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio 

actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones 

sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.” 

En el apartado C del referido precepto, se reconoce a los pueblos y comunidades 

afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la composición 

pluricultural de la Nación, y se dispone que tendrán en lo conducente los derechos 

señalados en ese artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su 

libre determinación, autonomía, desarrollo e inclusión social. 

“Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. 
 

….. 
 

C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera 

que sea su autodenominación, como parte de la composición pluricultural de la Nación. 

Tendrán en lo conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del 

presente artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre 

determinación, autonomía, desarrollo e inclusión social.” 

Por su parte, el apartado A, fracción III, del citado precepto constitucional consagra el 

derecho de los pueblos y comunidades indígenas de acceder y desempeñar los cargos 
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públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, 

respetando el pacto federal. 

“Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. 
 

…. 
 

A Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las 

autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, 

garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su 

derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y 

desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos 

o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la 

autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán 

limitar los derechos político-electorales a elección de sus autoridades municipales.” 

Conforme al marco normativo internacional20, se reconoce a las personas pertenecientes 

a los pueblos y comunidades indígenas el derecho de acceder en condiciones generales 

de igualdad a las funciones públicas. 

Asimismo, los Estados están obligados a incluir los medios a través de los cuales los 

pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que 

otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en 

instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de 

políticas y programas que les conciernan.21 

 

 

 

20 Artículo 21, numeral 2, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; artículo 25, numerales b) y c), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 23, 

numerales b) y c), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículo 5 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; y artículo XXI,  

numeral 2, de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

21 Artículo 6, inciso b) del Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. 
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Conforme lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas legislativas y de otra índole, 

que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos a los pueblos 

indígenas22 

Por otra parte, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales establece en 

el artículo 26, numeral 3, que los pueblos y comunidades indígenas tienen derecho a 

elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los Ayuntamientos. 

“Artículo 26. 
 

….. 
 

3. Los pueblos y comunidades indígenas tienen derecho a elegir, en los municipios con 

población indígena, representantes ante los Ayuntamientos. Las constituciones y leyes 

de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, 

así como el de elegir a sus autoridades, con el propósito de fortalecer la participación y 

representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas, 

garantizando el principio de parid de lo establecido en el artículo 2o. de la Constitución, 

de manera gradual.” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

22 Artículo XXXI, numeral 2, de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
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13. Derechos Políticos de las Personas de la Diversidad Sexual 
 

La diversidad sexual alude a las diferentes expresiones y formas de relacionamientos 

sexuales entre las personas, esto es, a las identidades de género no normativas. Las 

personas del colectivo LGBTTTIQ (lesbianas, gays, bisexuales, travestis, transgénero, 

transexuales, intersexual, queer) tienen los mismos derechos políticos que las demás, y 

su derecho al voto y a la participación en los procesos políticos debe ser garantizado, 

puesto que además es uno de los principales medios con los que cuentan, como parte 

integrante de la ciudadanía, para hacerse escuchar, exigir sus derechos y expresar su 

voluntad. 

Los Principios de Yogyakarta (2006) promueven el respeto de las personas de todas las 

orientaciones sexuales e identidades de género al pleno disfrute de todos los derechos 

humanos, de la misma manera que cualquiera otra persona de la sociedad. 

El Principio 25 establece su derecho a participar en la vida pública en calidad de 

ciudadanas o ciudadanos, tanto en la conducción de los asuntos públicos, incluido el 

derecho a votar y postularse a cargos electivos, la incidencia en la formulación de 

políticas que afecten su bienestar, como el acceso, en condiciones de igualdad, a todos 

los niveles y empleo en funciones públicas. 

“Principio 25. El derecho a participar en la vida pública 
 

Todas las personas que sean ciudadanas gozarán del derecho a participar en la 

conducción de los asuntos públicos, incluido el derecho a postularse a cargos electivos, 

a participar en la formulación de políticas que afecten su bienestar y a tener acceso, en 

condiciones generales de igualdad, a todos los niveles de funcionarias y funcionarios 

públicos y al empleo en funciones públicas, incluso en la policía y las fuerzas armadas, 

sin discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género. Los Estados: 

a) Revisarán, enmendarán y promulgarán leyes para asegurar el pleno goce del 

derecho a participar en la vida y los asuntos públicos y políticos, incluyendo 
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todos los niveles de servicios brindados por los gobiernos y el empleo en 

funciones públicas, incluso en la policía y las fuerzas armadas, sin discriminación 

por motivos de orientación sexual o identidad de género y con pleno respeto a la 

singularidad de cada persona en estos aspectos; 

b) Adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar los estereotipos y 

prejuicios referidos a la orientación sexual y la identidad de género que impidan 

o restrinjan la participación en la vida pública; 

c) Garantizarán el derecho de cada persona a participar en la formulación de 

políticas que afecten su bienestar, sin discriminación basada en su orientación 

sexual e identidad de género y con pleno respeto por las mismas.” 

Por lo que se refiere a la condición de las personas trans desencadena actos de rechazo y 

violencia, discriminación y exclusión social asociados a la carencia de identidad oficial 

reconocida por el Estado y la sociedad, la falta de acceso a oportunidades y la negación 

del ejercicio de los derechos de ciudadanía. 

Para salvaguardar el ejercicio efectivo al voto el INE aprobó para las elecciones de 2018 

el Protocolo para adoptar las medidas tendientes a garantizar a las personas trans el 

ejercicio del voto en igualdad de condiciones y sin discriminación en todos los tipos de 

elección y mecanismos de participación ciudadana.23 

Este instrumento está dirigido a todas las personas involucradas en el desarrollo de la 

jornada electoral y establece directrices para incentivar la participación electoral de las 

personas trans sin excluirlas de la vida democrática. 

Todas las personas ciudadanas trans que tengan credencial para votar vigente y estén 

inscritas en la Lista Nominal de Electores podrán emitir su voto el día de la elección. En 

ningún caso la falta de concordancia entre la expresión de género del o de la votante con 

 

 

23 Protocolo para adoptar las medidas tendientes a garantizar a las personas trans el ejercicio del voto en igualdad de condiciones y sin discriminación en todos los tipos de elección y 

mecanismos de participación ciudadana. México, Instituto Nacional Electoral, 2017. 
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la fotografía de la credencial para votar, o bien con el nombre o el sexo (hombre o mujer) 

asentado en ella, podrá ser causa para impedir el voto. 

Hemos identificado los derechos internacionales y nacionales de los grupos 

discriminados que proponemos sean reconocidos en las leyes electorales de nuestro País, 

sin embargo, es importante reconocer que la consolidación de la democracia en México 

no admite excepciones y exige eliminar todas las formas de exclusión y discriminación 

electoral. 

La aplicación del principio de igualdad y no discriminación exige, además de la 

universalidad del sufragio, la adopción de medidas que aseguren a toda la ciudadanía el 

acceso y el ejercicio pleno de derechos sin distinción de ningún tipo en los procesos 

electorales. 

La prohibición de discriminar incluye tanto los actos que tienen la intención de excluir 

como aquellos que, sin pretenderlo, terminan discriminando en sus resultados. La acción 

de las autoridades, por tanto, no debe limitarse a abstenerse de discriminar por cualquier 

vía, sino que deben tener un papel activo para crear igualdad de condiciones y 

oportunidades entre las personas, en lo individual y colectivo. 

Cabe insistir en que el acceso efectivo al voto puede ser tan importante como el derecho 

mismo, porque un derecho que no puede ser ejercido es un derecho negado. 
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14. Sentencia del TEPJF SUP-RAP-121/2020 
 

La Sala Superior del TEPJF dictó el 29 de diciembre de 2020, sentencia en los 

expedientes SUP-RAP- 121/2020 y acumulados, mediante la cual modificó el Acuerdo 

INE/CG572/2020 a efecto de que el Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

(CGINE) determinara los veintiún distritos en los que deberían postularse candidaturas a 

diputaciones federales por el principio de mayoría relativa según la acción afirmativa 

indígena y fijó los lineamientos para que se establecieran las medidas afirmativas 

tendentes a garantizar las condiciones de igualdad sustantiva para la participación 

política de las personas con discapacidad, así como de otros grupos en situación de 

vulnerabilidad. En ese sentido, el TEPJF resolvió lo siguiente:24 

a) Modificar el acuerdo impugnado, para el efecto de que el CGINE delimite los 

veintiún distritos uninominales electorales en los que habrán de postularse 

candidaturas a diputaciones federales por el principio de mayoría relativa, en 

relación con la acción afirmativa indígena, en términos y para los efectos 

precisados en el apartado 5.4.2. de este fallo; 

b) Al ser fundada la omisión alegada por el ciudadano actor, lo conducente será 

ordenar al CGINE que, de inmediato, lleve a cabo las acciones necesarias y 

pertinentes para implementar medidas afirmativas que garanticen el acceso de 

las personas con discapacidad en la postulación de candidaturas para los cargos 

de elección que habrán de postularse en el actual PEF, las cuales deberán ser 

concomitantes y transversales con las que ya ha implementado hasta este momento 

y las que, en su caso, diseñe posteriormente, en el entendido que los PP o los COA 

podrán postular candidaturas que, cultural y socialmente, pertenezcan a más de 

un grupo en situación de vulnerabilidad; esto, en términos y para los efectos 

precisados en el apartado 5.4.1.3 de esta ejecutoria. 

 

 

24 SUP-RAP-121/2020. Sentencia definitiva dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación Nacional SUP-RAP-121/2020. 29 diciembre 2020. 
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c) Se vincula al Consejo General de INE para que determine los grupos que ameritan 

contar con una representación legislativa para que, de inmediato, diseñe las 

acciones o medidas afirmativas necesarias y efectivas tendentes a lograr la 

inclusión de representantes populares de esos grupos o comunidades, mediante la 

postulación de candidaturas por los Partidos Políticos (PP) o las Coaliciones 

COA, según lo precisado en la parte final del apartado 5.4.1.3. de esta sentencia.” 

En relación con este apartado, así como con el anterior, se mandata al CGINE que 

la inclusión de las acciones afirmativas en comento debe hacerse en observancia 

plena del principio de paridad de género, el cual debe incorporarse como un eje 

transversal que rija para todos los efectos conducente en cualquiera de las medidas 

tendentes a lograr la igualdad sustantiva de las personas, grupos o comunidades 

correspondientes, esto es, las personas con discapacidad y las que el propio 

CGINE determine incorporar en atención a lo determinado en esta sentencia. 

d) Además, se da vista al Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos para 

que, en ejercicio de sus atribuciones, lleve a cabo las modificaciones legales 

conducentes, a fin de incorporar en las leyes generales de la materia, el mandato 

de inclusión de acciones afirmativas que incluyan o incorporen a esos grupos 

sociales en los órganos de representación política.”. 
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15. Acuerdo INE/CG108/202125 
 

Consecuencia de la resolución vinculatoria del TEPJF, el Consejo General del INE 

(CGINE) aprobó en su sesión del 15 de febrero de 2021 el acuerdo INE/CG108/2021 

mediante el cual estableció las siguientes acciones afirmativas para grupos en situación 

de vulnerabilidad para el registro de candidaturas a diputaciones federales por ambos 

principios: 

a) Acción afirmativa indígena.26 Los partidos políticos y coaliciones deberán 

postular personas de adscripción indígena en los veintiún Distritos indígenas 

establecidos en el Acuerdo INE/CG18/2021, de las cuales, al menos, once 

deberán ser mujeres. 

Los referidos veintiún Distritos serán divididos en 3 bloques de competitividad, 

en los cuales la postulación de personas deberá realizarse conforme a lo 

siguiente: 

• En el bloque de los menores deberán postularse únicamente 3 fórmulas de 

mujeres; 

• En el bloque de los intermedios y mayores, deberán postularse al menos 4 

fórmulas de mujeres. 

• En los dos Distritos con menor votación deberán postularse una fórmula de 

mujeres y una de hombres. 

Asimismo, los partidos políticos deberán postular nueve fórmulas indígenas en 

las listas de representación proporcional, de las cuales, al menos una deberá 

ubicarse en los primeros diez lugares de cada lista. En el caso de las 

circunscripciones plurinominales tercera y cuarta, al haberse determinado un 

número par de fórmulas de candidaturas de personas indígenas, se deberá 

 

25 INE/CG108/2021. Acuerdo CGINE. Acciones afirmativas. Registro de candidaturas de grupos vulnerables a diputaciones federales por ambos principios. 15 febrero 2021. 

26 Ibid. pág. 5 
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postular igual número de fórmulas de mujeres y de hombres. Asimismo, del total 

de nueve fórmulas de candidaturas de personas indígenas establecido, no más de 

cinco deberán corresponder al mismo género. 

b) Acción afirmativa para personas afromexicanas.27 Los PPN y coaliciones 

deberán postular tres fórmulas de candidaturas integradas por personas 

afromexicanas en cualquiera de los trescientos Distritos Electorales y una por el 

principio de representación proporcional en cualquiera de las cinco 

circunscripciones plurinominales, debiendo ubicarla en los primeros diez lugares 

de la lista. Las cuatro postulaciones deben realizarse de manera paritaria. 

c) Acción afirmativa para personas con discapacidad.28 Los PPN y coaliciones 

deberán postular fórmulas de candidaturas integradas por personas con 

discapacidad en seis de los trescientos Distritos que conforman el país. Asimismo, 

en las listas de candidaturas a diputaciones por el principio de representación 

proporcional, los PPN deberán postular dos fórmulas integradas por personas 

con discapacidad. Dichas fórmulas podrán postularse en cualquiera de las cinco 

circunscripciones electorales y deberán ubicarse en los primeros diez lugares de 

la lista respectiva. 

d) Acción afirmativa para personas de la diversidad sexual.29 Dentro de las 

candidaturas a diputaciones federales por el principio de mayoría relativa, los 

PPN y, en su caso, coaliciones, deberán postular cuando menos dos fórmulas de 

personas de la diversidad sexual en cualquiera de los trescientos Distritos 

Electorales federales y, para el caso del principio de representación 

proporcional, deberán postular una fórmula dentro de los primeros diez lugares 

de la lista de cualquiera de las cinco circunscripciones electorales. Las tres 

 
 

27 INE/CG108/2021. Acuerdo CGINE. Acciones afirmativas. Registro de candidaturas de grupos vulnerables a diputaciones federales por ambos principios. 15 febrero 2021. pág. 6 

28 Ibid. pág. 6 

29 Ibid. págs. 6, 7 
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postulaciones deben realizarse de manera paritaria (2/1) con la mínima 

diferencia por tratarse de un número non. 

En caso de que se postulen personas trans, la candidatura corresponderá al 

género al que se identifiquen y dicha candidatura será tomada en cuenta para el 

cumplimiento del principio de paridad de género y, en la solicitud de registro de 

candidatura, el partido político deberá informar que la postulación se realiza 

dentro de la acción afirmativa de persona de la diversidad sexual a fin de 

constatar el cumplimiento de la nominación de las tres candidaturas y de las 

cuestiones relativas a la paridad de género. 

En el caso de que se postulen personas no binarias, en reconocimiento de los 

derechos humanos, políticos y electorales de la comunidad LGBTTTIQ+, las 

mismas no serán consideradas en alguno de los géneros; sin embargo, los 

partidos políticos y coaliciones no podrán postular más de 3 personas que se 

identifiquen como no binarias. 

16. De acuerdo con lo anterior, las postulaciones autorizadas por el CGINE para el proceso 

electoral 2020-2021 se conformaron de la siguiente forma: 

 

 
Grupo Vulnerable 

 

Postulaciones de 

Mayoría Relativa 

Postulaciones de 

Representación 

Proporcional 

Postulaciones 

Autorizadas por el 

CGINE 

 

% de Representación 

en la Cámara 

 
Personas Indígenas 

 
21 

 
9 

 
30 

 
6.00% 

Personas con 

Discapacidad 

 
6 

 
2 

 
8 

 
1.60% 

Personas 

Afromexicanas 

 
3 

 
1 

 
4 

 
0.80% 

Personas de la 

Diversidad Sexual 

 
2 

 
1 

 
3 

 
0.60% 



PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL ESTABLEZCA LOS CRITERIOS PARA LA DEFINICIÓN DE 

LAS ACCIONES AFIRMATIVAS QUE GARANTICEN A LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD, LAS PERSONAS INDÍGENAS, LAS PERSONAS AFROMEXICANAS 

Y LAS PERSONAS DE LA DIVERSIDAD SEXUAL SU PARTICIPACIÓN A CARGOS 

DE ELECCIÓN POPULAR A CARGO DE LA DIPUTADA YOLANDA DE LA TORRE 

VALDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI. 

Página 43 de 43 

 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de este honorable pleno la siguiente 

proposición con 

Punto de Acuerdo 

 
Único. – La Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al 

Instituto Nacional Electoral, para que previo a los procesos electorales de 2023 y 2024, en 

coordinación con los Institutos Electorales Estatales y mediante las consultas públicas 

indispensables, establezca los criterios para la definición de las acciones afirmativas que 

garanticen a las personas con discapacidad, las personas indígenas, las personas afromexicanas y 

las personas de la diversidad sexual su participación a cargos de elección popular a nivel federal y 

local, incluyendo los requisitos necesarios para asegurar que los partidos políticos cumplan con 

la postulación de candidatas y candidatos. 

 
 
Dado en el Senado de la República, sede de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, al día 
08 de junio de 2022.  05 de julio de 2022. 

 
Atentamente, 

 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 

Dip. Yolanda de la Torre Valdez  
 


